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              1880


            



            	

              Estados Unidos intenta mediar en la guerra entre Perú y Chile.


            

          




          

            	

              1881


            



            	

              Las tropas chilenas ocupan Lima.


            

          




          

            	

              1883


            



            	

              El 20 de octubre se firma el Tratado de Ancón, con el cual concluye la Guerra del Pacífico.


            

          




          

            	

              1885


            



            	

              El déficit comercial asciende a 5 millones y medio de soles.


            

          




          

            	

              1889


            



            	

              Se firma el Contrato Grace que entregó a los acreedores británicos el control de los ferrocarriles y otros privilegios.


            

          




          

            	

              1895


            



            	

              Triunfo de las montoneras dirigidas por Nicolás de Piérola, que termina con el militarismo e ingresa a Lima el 17 de marzo. Luego es elegido presidente.


            

          




          

            	

              1896


            



            	

              Se crea el Instituto de Vacuna y Seroterapia.


            

          




          

            	

              1905


            



            	

              José de la Riva Agüero publica su tesis, Carácter de la literatura del Perú independiente, primer libro de la Generación del 900.


            

          




          

            	

              1909


            



            	

              Se funda la Asociación Pro-Indígena, inspirada por Pedro Zulen, Joaquín Capelo y Dora Mayer.


            

          




          

            	

              1911


            



            	

              Hiram Bingham realiza la expedición hacia la ciudadela de Machu Picchu.


            

          




          

            	

              1912


            



            	

              La plebe impone a Guillermo E. Billinghurst como presidente, el primer populista.


            

          




          

            	

              1914


            



            	

              Primer golpe de Estado del siglo XX: el coronel Óscar R. Benavides y los hermanos Manuel, Jorge y Javier Prado complotan contra Billinghurst.


            

          




          

            	

              1919


            



            	

              Augusto B. Leguía toma el Congreso, que lo proclama presidente el 12 de octubre.


            

          




          

            	

              1921


            



            	

              Primer Congreso Obrero Local, que dará nacimiento a la Federación Obrera Local.


            

          




          

            	

              1924


            



            	

              Se celebra el centenario de la batalla de Ayacucho, que determinó la separación definitiva del Perú de España.


            

          




          

            	

              1926


            



            	

              Se desarrolla la famosa polémica del indigenismo entre José Carlos Mariátegui y Luis Alberto Sánchez.


            

          




          

            	

              1928


            



            	

              José Carlos Mariátegui publica en octubre su célebre 7 ensayos de interpretación de la realidad peruana.


            

          




          

            	

              1929


            



            	

              Con el Tratado de Lima se concluye la disputa con Chile: Tacna pasa a Perú y Arica a Chile.


            

          




          

            	

              1930


            



            	

              Se forma el partido Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA) o Partido Aprista Peruano en Lima y concluye el gobierno de Leguía por golpe de Estado del comandante Luis M. Sánchez Cerro.


            

          


        

      


    


  




  

    

      Las claves del periodo




      Osmar Alberto Gonzales Alvarado




       




       




       




       




      Entre 1880 y 1930 transcurrieron 50 años trascendentales en la historia del Perú contemporáneo. Periodo que se inicia en medio de un conflicto bélico internacional y que concluye con un golpe de Estado que preludió una guerra civil. Durante ese medio siglo, el Perú experimentó transformaciones sustanciales en diferentes niveles de su vida colectiva, tanto en el plano social como en el económico, político, demográfico e intelectual. Fue una época fundadora de procesos, pensamientos e instituciones.




       




       




      La «Ilíada triste» del Perú: la Guerra del Pacífico




       




      Así denominó Ventura García Calderón a la derrota del Perú en la Guerra del Pacífico (1879-1883), cuya consecuencia más dramática fue la pérdida de las provincias del sur, que pasaron a manos del Estado chileno. La derrota militar, que se explica por la incapacidad política de quienes tuvieron la responsabilidad de conducir el Estado peruano, se simboliza en el Tratado de Ancón de 1883, por medio del cual el Perú abdicó de sus territorios ricos en salitre, el detonante del conflicto bélico.




      Las disputas entre las élites, o quizás sea mejor decir entre sus caudillos (Nicolás de Piérola, Francisco García Calderón, Andrés A. Cáceres, Lizardo Montero, Miguel Iglesias), impidieron al Perú constituir un frente sólido ante la guerra, dejando desguarnecidos a sus defensores, que llenaron de heroísmo la historia —pero también de sacrificios inútiles para el destino final del conflicto—, como Miguel Grau y Francisco Bolognesi.




      La guerra, por otro lado, dejó en evidencia la fragmentación nacional, la escasa conciencia e identidad de sus pobladores. En diferentes grupos sociales, y no necesariamente los más pobres, prevaleció la defensa de intereses inmediatos específicos sobre la de la patria. Los explotados chinos o algunos sectores de los siervos andinos vieron en el estallido de la guerra la oportunidad para liberarse de sus opresores. Pero, por otro lado, parte de las élites prefirió pactar con el invasor a asumir el riesgo de perder sus propiedades. En sentido contrario, hubo campesinos que se enrolaron decididamente en las montoneras patriotas, que son las que acompañaron a Cáceres en su campaña en los Andes centrales. Igualmente, hubo quienes, perteneciendo a las élites, dieron su patrimonio y hasta su vida por la causa patriota. De cualquier modo, quedó claramente establecido que el Estado nación era una deuda que más adelante se trataría de saldar. Después de todo, la guerra también es una oportunidad para la organización estatal.




       




       




      La reconstrucción nacional y el Estado oligárquico




       




      Luego de la firma de la paz con Chile, advino la etapa llamada de la «reconstrucción nacional», encabezada por el general Andrés A. Cáceres, héroe de la resistencia en los Andes. Si en la guerra fue nacionalista y luchó al lado de los campesinos indígenas contra el invasor, como presidente Cáceres trocó en enemigo de éstos, favoreciendo a los hacendados. La reconstrucción nacional vino de la mano del militarismo y de políticas que propiciaban la concentración de tierras, además del entreguismo al capital inglés, que mediante el Contrato Grace tuvo a su disposición las finanzas nacionales.




      El autoritarismo de Cáceres, que se prolongaría durante una década, agudizó los conflictos sociales y políticos. Ante su poder férreo, los antiguos rivales se revitalizaron y decidieron comandar una rebelión que les permitiera acceder al poder. Los miembros del Partido Demócrata, encabezados por Piérola, y los tradicionales enemigos de éstos, los del Partido Civil, aunaron esfuerzos y condujeron unas victoriosas montoneras que partieron desde las provincias, hasta finalmente derrocar a Cáceres en 1895. Fue una guerra civil sangrienta, en la que se calcula que, sólo en Lima, hubo 2.000 muertos y 2.000 heridos. Luego del triunfo de los montoneros se conformó la llamada «Coalición Nacional», que dio paso a una de las etapas políticas más estables de la historia republicana. A partir de entonces, la recuperación de la economía y de la vida institucional peruana fue rápida y sorprendente.




      Amparado en un desempeño económico exitoso —debido fundamentalmente al incremento de las agroexportaciones—, gracias al que se insertó en lo que Karl Polanyi llamó la «gran transformación», el Perú pudo recuperar sus índices macroeconómicos y, al mismo tiempo, consolidar grupos económicos que podían proyectar su influencia en el campo político. Así, se dio paso a un tipo de Estado particular, el Estado oligárquico, compuesto por el pacto entre hacendados (especialmente azucareros), financistas (que expandían el sector bancario) y poderes locales (los llamados gamonales). Económicamente, también hubo una distribución económico-espacial: en Lima, el sector manufacturero y la banca; en la costa norte, las haciendas azucareras; en la sierra Central, la minería; en la costa sur, el comercio lanero; en el sur andino, las haciendas tradicionales. Se trataba de una economía desarticulada, sin eslabonamientos entre sus componentes y sostenida en una intensa explotación del campesino-indígena.




      Asimismo, la etapa inaugurada por Piérola fue un momento en el que el Estado se reorganiza, buscando expandir su autoridad hacia amplios espacios del territorio nacional. Se inicia la profesionalización del ejército, se consolida el Parlamento como espacio de deliberación política, se regularizan las elecciones, los espacios académicos recobran su importancia, los partidos políticos adquieren relevancia en la lucha por el poder, existe una normatividad mínima que se trata de respetar, aparece un periodismo profesional, se expanden las rutas de carreteras, etcétera.




      Superado el momento de natural desaliento de posguerra, la conciencia de la derrota impulsó un proceso virtuoso de reflexión sobre los llamados «males nacionales», en el que se auscultaron en nuestro pasado e idiosincrasia las fuentes del fracaso de la nación. Por su parte, el debate político acaparó la atención de una opinión pública que se expandía sin precedentes. Son los gérmenes de una conciencia cívica que sostendría los proyectos políticos del futuro. A pesar del recuerdo fresco de la guerra, los buenos resultados económicos auguraban tiempos mejores. Pocas veces como en este periodo el Perú experimentó una onda de optimismo, que en algunos suponía tomar venganza frente al país del sur.




      El buen ánimo campante también se explicaba por el contexto internacional, especialmente europeo, que experimentaba un espectacular tiempo de bonanza económica y cultural, y al que se conoce como «la Belle Époque». Es tiempo de grandes inventos y del convencimiento de que la felicidad plena estaba al alcance de la mano. Velozmente, Europa construía con esmero lo que Barbara W. Tuchman ha llamado «la torre del orgullo». Sus reverberaciones también llegaron al Perú. Todavía no había estallado la hecatombe de la Gran Guerra (1914-1918).




       




       




      El dominio oligárquico




       




      La Belle Époque se reflejó en las reflexiones intelectuales de inicios del siglo XX, las que tuvieron un doble cariz. Por un lado, buscaban la liquidación de las herencias consideradas perniciosas que habían llevado al país a la catástrofe. En ese contexto aparece un profundo sentimiento antihispanista. Las páginas flamígeras del pensador ácrata Manuel González Prada son el mejor testimonio de lo dicho: todo había de ser demolido, nada había que dejar en pie. Pero, por otro lado, manifestaban un sincero optimismo por el porvenir del Perú, sosteniendo que se encontraba en camino de recuperar su lugar central en América del Sur. Las expectativas eran sostenidas por las cifras económicas y por el auge del pensamiento. El libro El Perú contemporáneo, de Francisco García Calderón, representa fidedignamente este espíritu, y no es tema menor señalar que fue escrito en francés y publicado en París en 1907.




      De esta manera, se percibía que el derrotero del Perú estaba íntimamente ligado al devenir de Occidente, que intelectual y espiritualmente tenía su capital en París. Lo más civilizado y mejor provenía, cruzando los mares, de sus territorios, en donde se conformaban los modelos por imitar, desde las formas de sociabilidad hasta los estados de ánimo, como el aburrimiento, que era visto como expresión de buen gusto y diferenciación. Mundo satisfecho que engendraba, no obstante, las razones de su propio desasosiego, como se revelaría después. En el Perú, parte de sus élites sostenía que lo mejor era ser una especie de reflejo de lo que se vivía en Europa, después de todo estaba habitada por las «razas superiores» a las que que se quería atraer a nuestras tierras para arrasar con la mala herencia de las «razas de color» o «inferiores».




      A pesar de los discursos entusiastas, en el Perú las cosas no eran tan llanas como lo habrían querido las élites. Por el contrario, el país estaba en movimiento permanente y convulso. Se trataba de una agitación que tenía varios niveles de manifestación. El más benigno fue aquel que expresaba la necesidad de institucionalizar la vida política por medio de los partidos vigentes entonces. En efecto, como he señalado, luego de derrotado el caudillismo militar representado por Cáceres y conformado el gobierno de la Coalición Nacional, la lucha por el poder fue encontrando los cauces institucionales, lo que impidió una nueva intromisión militar en los asuntos ciudadanos. Así, el Partido Demócrata, el Partido Civil y el Partido Constitucional, entre los principales, fueron adversarios y cooperativos bajo determinadas circunstancias, pero siempre dentro de las formas legales y en un terreno estrictamente político. Es decir, los conflictos no fueron resueltos, como antes, por la vía del enfrentamiento militar, ya fuera mediante golpes de Estado o guerras civiles, a las que, en esos tiempos, se las llamaba pomposamente «revoluciones».




      Hubo un aprendizaje de negociación que permitió, por ejemplo, definir candidaturas presidenciales, vicepresidencias y, en general, una distribución de los espacios del poder como el Parlamento. Producto de esta nueva forma de ejercer la política fue la constitución de una democracia censitaria, inevitable en una sociedad jerárquica en la que la mayoría (principalmente indígena y pobre) estaba excluida del concepto de ciudadanía. Y en este punto es, precisamente, en donde se encontraba el talón de Aquiles de la organización política, que explicaría las convulsiones sociales de la época.




      La realidad someramente descrita se tradujo en la composición general de la vida política. Por un lado, la consolidación de un grupo de familias que controlaba los predios fundamentales del poder, la llamada oligarquía que, si bien se ubicaba en los lugares estratégicos, no abarcaba todo el territorio nacional; en esos espacios vacíos actuaban los llamados poderes locales, los hacendados o señores feudales que, en el interior de sus dominios, eran dueños absolutos de tierras y hombres y que, al mismo tiempo, podían ver representados sus intereses en el Parlamento. A esto Víctor Andrés Belaúnde lo denominó «caciquismo parlamentario». De esta manera, en los propios grupos de poder se podían observar conflictos de intereses que, bajo determinadas circunstancias, estallarían incluso más allá de los cauces institucionales. Expresión de que el Estado nacional aún era un proyecto que estaba lejos de ser una realidad.




      Pero los conflictos más severos se produjeron entre el Estado y los grupos de poder que lo controlaban, por un lado, y la sociedad que se iba dinamizando en el interior de una economía que se modernizaba, por otro lado. En las ciudades iba emergiendo un incipiente proletariado que, primero por influencia del anarquismo y del anarcosindicalismo y luego por las corrientes ideológicas como el marxismo y el aprismo, iba adquiriendo conciencia de sí mismo, anuncio de formación de un futuro sujeto político. De esta manera, en Lima se constituye un proletariado textil que se articula con artesanos y miembros de otros oficios que constituirían importantísimas huelgas y protestas por sus derechos laborales y ciudadanos en general.




      En el norte se conformaba el proletariado agrícola, especialmente en las zonas de mayor modernización económica, es decir, en las haciendas azucareras, sostén principal del dominio oligárquico. Los llamados «barones del azúcar» eran vistos como los máximos representantes de esa oligarquía a la cual se quería derrotar. La costa norte fue el espacio geográfico y económico en el que surgiría el aprismo a fines de los años veinte.




      Por su parte, en los Andes centrales aparecería el proletariado minero, producto de la explotación minera del capital imperialista, que crecía en perjuicio de las tierras de las comunidades campesinas. La peculiaridad liminar del proletariado minero —es decir, de vivir entre la modernidad y lo ancestral— es lo que permitió a José Carlos Mariátegui guardar la esperanza de que los cambios revolucionarios que el Perú aguardaba se sostendrían con base en él.




      Al lado de esta emergencia proletaria se encontraba la participación, aún vital, de aquellos artesanos que habían sido formados y organizados políticamente por los grupos anarquistas. Pronto llegaría el momento en que las masas de trabajadores tendrían que optar por las tradiciones anarquistas o por las nuevas corrientes ideológicas y políticas del marxismo y del aprismo. Pero mientras tanto, a inicios de la segunda década del siglo XX, el anarquismo sería el principal impulsor y protagonista de un hecho que marcaría a fuego la estabilidad oligárquica: en 1912, con amplísimas movilizaciones callejeras, impondrían en la presidencia a su candidato, Guillermo E. Billinghurst, en contra del candidato oficial, el civilista Ántero Aspíllaga. El año anterior esas mismas masas populares ya habían demostrado sus capacidades organizativas al protagonizar el primer paro general de la historia del Perú. Las multitudes empezaban a ser un sujeto importante en la vida política peruana.




      A pesar de ese amplísimo apoyo popular, el gobierno de Billinghurst, considerado el primer presidente de tipo populista, cumpliría sólo 16 meses de vida, pues acabaría abruptamente cuando las élites oligárquicas se aliaron con el ejército para sacarlo del poder. Viendo este momento en un plazo de tiempo mayor, se puede afirmar que la caída de Billinghurst contiene los elementos centrales que caracterizarían la política peruana del periodo posterior, iniciado en 1930, cuando la alianza de civiles (élites oligárquicas) con militares llega a hegemonizar el control del poder. Prontamente, el gobierno de facto del general Óscar R. Benavides convocaría nuevas elecciones, y en 1915 se restauraría la legalidad oligárquica.




       




       




      Modernización y pensamiento




       




      La tensión político-institucional entre el cumplimiento de las normas —que a su vez se estaban constituyendo— y la necesidad de preservar el poder a toda costa ocurría cuando se desarrollaban en la vida social y cultural profundas modificaciones, tanto en los patrones de sociabilidad como en las representaciones que se hacían sobre la vida misma. En efecto, la modernización capitalista, la mayor interrelación comercial y cultural con Europa, la influencia de nuevas corrientes filosóficas, académicas y estéticas —en las que resaltaba la idea positivista de forjar al «hombre moderno»—, el papel de los inventos que modificarían la tradicional concepción sobre el tiempo y la velocidad, y el confort que conllevaban, entre otros aspectos, se amalgamaron para constituir un enjambre de nuevas relaciones y formas de pensar que, de alguna manera, involucraban a todos los sectores sociales, con mayor o menor intensidad.




      La modernización ofreció sus mejores vistas en la capital, Lima, en donde la luz eléctrica, el tendido asfáltico, el teléfono, el cine, el tranvía, el automóvil y una serie de inventos más proporcionaron a la vida un bienestar inimaginable hasta entonces. La ciudad cambió de aspecto pero también amplió su geografía, pues los balnearios del sur fueron incorporados al circuito urbano. De igual modo, se extendieron las horas de vida nocturna. Nuevos deportes, como el fútbol y el voleibol, además de la hípica y otras disciplinas, hicieron su aparición hasta constituirse en elementos insustituibles del paisaje social. Las diversiones fueron entonces uno de los aspectos que contribuyeron decisivamente a nuevas formas de socialización. Cafés, bares, restaurantes, paseos, parques, alamedas, exposiciones y otros fueron los nuevos espacios que ayudaron a una interacción intensa sin precedentes entre los habitantes de la ciudad. Los mismos barrios populares, con sus fiestas criollas y la explosión de una identidad plebeya, darían forma a la vida citadina: el vals criollo, la música negra, sus potajes singulares, sus ritos religiosos y también una literatura proletaria escrita por los mismos personajes del pueblo se incorporarían subrepticiamente en la mentalidad de todos los limeños, saltando diferencias sociales.




      A su vez, de a poco, algunas instituciones culturales como la Biblioteca de Lima (después llamada Nacional) o la Sociedad Geográfica de Lima, por ejemplo, recuperarían su importancia, especialmente la primera, que durante la guerra con Chile había sido saqueada por el ejército invasor. Pero, al mismo tiempo, otros espacios institucionales, como El Ateneo de la Juventud, hacían su aparición, a la vez que una serie de cenáculos de intelectuales y artistas alojaban a los nuevos creadores que surgirían desde fines del siglo XIX y que en gran parte provenían de las provincias. Éste es el terreno sobre el cual aparecerían obras que a la postre conformarían parte del acervo espiritual del Perú. Es un tiempo prolífico y sumamente creador. En gran medida, los autores considerados clásicos o fundamentales de la cultura nacional provendrían de este tiempo intenso y singular.




      Las formas de pensar y escribir se renuevan permanentemente en un movimiento creativo sin igual en las letras peruanas. La poesía alcanzó altos grados de belleza formal gracias a diversos autores, desde González Prada hasta César Vallejo —pasando por José Santos Chocano, José María Eguren, Carlos Oquendo de Amat, Alberto Hidalgo, entre muchos otros—. Lo mismo sucedió tanto en la prosa como en los cuentos de Ventura García Calderón o de Abraham Valdelomar, por citar dos casos relevantes. Igualmente, el periodismo se relacionó íntimamente con creadores de la palabra escrita, dando sustento a una de las mejores épocas de la prensa nacional y permitiendo el origen de diarios que competían entre sí por ganar la adhesión del público lector (a El Comercio se sumaría La Prensa, por ejemplo), así como de revistas de primera calidad: desde la aristocrática Prisma hasta la vanguardista Amauta, pasando por Colónida y Mercurio Peruano, por citar los casos que representan proyectos y sensibilidades diversos.




      En el plano de las ideas también es el tiempo de la fundación de visiones integrales sobre el país. Precisamente, la posguerra dio la oportunidad para realizar este nuevo balance introduciendo perspectivas actuales y, sobre todo, la posibilidad de releer el pasado para poder edificar el futuro sobre nuevas bases. El optimismo fue reemplazado por un realismo ilustrado, pero no por ello carente de esperanza. En este propósito, desde diversas disciplinas como la literatura, la historia, la crítica literaria, la educación y otras, aparecen obras que contienen un sentido integral de comprensión de los problemas nacionales. En el fondo, se trata de encontrar las bases de la identidad nacional, de hallar las razones de nuestra singularidad.




      Estas visiones integrales parten con los estudios realizados por los miembros de la Generación del 900 o arielista y llegan hasta las posturas radicales de los miembros de la llamada Generación del Centenario de la Independencia. Desde José de la Riva Agüero, Francisco García Calderón o Víctor Andrés Belaúnde hasta llegar a Luis Alberto Sánchez, Jorge Basadre, José Carlos Mariátegui y Víctor Raúl Haya de la Torre.




      Las obras de los novecentistas tenían un carácter erudito, estaban orientadas por un profundo sentido humanista pero, sin embargo, se encontraban por lo general desligadas de una preocupación política práctica, que es justamente lo que caracterizaría a las obras de los centenaristas: los proyectos ideológicos y políticos de éstos fluían con naturalidad de sus diagnósticos. Esto se explica por razones tanto internacionales como nacionales. El estallido de la Gran Guerra que derrumbó el ambiente optimista precedente, deteniendo el progreso que se concebía como permanente, abrió paso a una forma de encarar la vida en la que el pensamiento y la acción eran partes de un mismo momento. Los triunfos de la Revolución rusa y de la Revolución mexicana eran vistos como la constatación de que sí era posible cambiar el estado de cosas. En el horizonte mental comenzaban a aparecer ideas como revolución o socialismo.




      En el plano nacional, la crisis ocurrida como consecuencia de la nueva realidad mundial, que impactó en nuestra frágil economía exportadora, puso de relieve el protagonismo de los sectores populares. De esta manera, de la confianza depositada por los analistas en el papel de las élites se pasa a la esperanza en el rol liberador que correspondería a los sectores menos favorecidos. Sólo faltaba la organización consciente que los llevara a realizar la utopía: los partidos de masas.




      En efecto, a la demostración de fuerza efectuada por las clases trabajadoras urbanas en 1912 le seguiría una serie de luchas por reivindicación de derechos laborales en todo el país. Paros, huelgas, movilizaciones, pero también sindicalización creciente, procesos colectivos de generación de conciencia como trabajadores remecieron el jerárquico orden oligárquico. El momento culminante de este proceso organizativo lo constituyó la legalización de la jornada de ocho horas laborales en 1919. El anarcosindicalismo había llegado a la cúspide de su influencia en el movimiento trabajador. Pero al mismo tiempo fue su momento de declive, pues no pudo competir con el marxismo y el aprismo, que en esos años iniciaban su presencia en la vida nacional.




      Por otro lado, en los Andes, los campesinos indígenas se movilizaban vigorosamente para reclamar sus derechos ancestrales sobre las tierras de sus comunidades que los grandes hacendados y el capital imperialista les arrebataban. El indigenismo, la preocupación por el campesino indígena, sería motivo desde entonces de diagnósticos y debates. Ya González Prada había dado la voz de alerta, finalmente Luis E. Valcárcel anunciaría una apocalíptica «tempestad en los Andes». Ante una sociedad altamente movilizada, las élites oligárquicas no encontraban razones para seguir justificando su posición privilegiada.




       




       




      El oncenio de Augusto B. Leguía (1919-1930)




       




      En el mismo año 1919 sucede el gran quiebre político del orden vigente inaugurado en 1895 con el golpe congresal protagonizado por Augusto B. Leguía. Ante su sospecha de que no iba a ser reconocido su triunfo en las urnas prefirió tomar el Parlamento e inaugurar su largo gobierno, que duraría once años. Atento a los cambios que experimentaba la sociedad peruana, Leguía se acercó con astucia a cada uno de los sectores sociales que habían demostrado su vigor e inconformidad —obreros, campesinos, estudiantes, clase media— y tuvo para cada cual un discurso y promesas específicas. Con ello pudo generar un importante apoyo a su gobierno, pero, sobre todo, porque políticamente se enfrentó a la oligarquía despojándola de gran parte de su poder. Auspiciando el ingreso del capital estadounidense, Leguía modernizó el país. Nuevamente, cierto optimismo se apropiaba de la vida social.




      El llamado oncenio de Leguía fue muy importante porque fue el contexto político dentro del cual ocurrieron cambios en diversas esferas de la vida del país en su conjunto. Por un lado, el definitivo ingreso del imperialismo estadounidense en detrimento del inglés, que, hasta antes de 1914, predominaba en la economía peruana. Por otro lado, el Estado, o al menos el discurso que se erguía sobre él, se modernizaba buscando incorporar a los nuevos sectores sociales emergentes; ello se observa en la legislación sobre las clases medias, los asuntos indígenas y el movimiento obrero, por ejemplo. Esto contribuyó, en una consecuencia no prevista, a que dichos sectores sociales se convirtieran en personajes cada vez más decisivos en la vida social y política peruana. Además, el leguiísmo solucionó —no sin generar agudos debates— algunos problemas limítrofes (Colombia, Brasil, Ecuador, Bolivia, Chile); físicamente el país se integraba mediante el tendido asfáltico y las carreteras construidas con capital estadounidense; igual sucedía con el sistema financiero. La intelectualidad encontró entonces un escenario propicio para pensar. No pasemos por alto que la fundamental Generación del Centenario maduraría bajo el tiempo del leguiísmo.




      Pero, por otra parte, el oncenio de Leguía mostró debilidades que a la postre traerían consecuencias. Su desapego por la legalidad construida en los años previos fue una de ellas, pues quebrando todos los consensos anteriores, Leguía se mantuvo en el poder durante tres ejercicios gubernamentales, violando el acuerdo de la no reelección vigente desde el gobierno de Piérola —entre 1895 y 1899— hasta el inicio del leguiísmo en 1919. Ello supuso, asimismo, un manejo arbitrario y autoritario del poder que se expresó en atentados contra la libertad de expresión, en la violación de los derechos civiles, en el apresamiento a los opositores políticos y, en todo caso, en los exilios que sufrieron tanto personajes del 900 (Belaúnde, Riva Agüero, José Antonio Encinas) como del centenarismo (Víctor Raúl Haya de la Torre, Manuel Seoane, por ejemplo).




      En otras palabras, los sectores que el leguiísmo contribuiría a fortalecer con su política modernizadora y demagógica serían los protagonistas de amplísimas movilizaciones sociales y políticas que constituirían a la postre las bases del Perú contemporáneo.




      A diferencia del periodo anterior, las reflexiones, como he señalado, tendrían una impronta ideológica y política muy clara y explícita. Desde la agrupación amplia que significó en su primer momento la Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA) hasta el deslinde entre las dos opciones radicales más visibles, como el marxismo de José Carlos Mariátegui y el aprismo de Haya de la Torre, gran parte de la nueva generación percibió la política como acto revolucionario desde y para las clases trabajadoras. Tanto 7 ensayos de interpretación de la realidad peruana, de Mariátegui, como El antiimperialismo y el APRA, de Haya de la Torre, no son sólo diagnósticos de la realidad sino, sobre todo, propuestas de acción política que, a la postre, darían forma al Partido Socialista y al Partido Aprista. La lucha por el poder sería lo más importante entonces. El tiempo de los salones y clubes políticos había llegado a su fin.




      Por su parte, la oligarquía, despojada de sus privilegios políticos, pero no económicos, buscaba la oportunidad de regresar al poder. La caída de Leguía, no obstante, no ocurrió por la fortaleza de los movimientos políticos radicales ni por las intrigas de las élites oligárquicas, sino por la crisis de la llamada Gran Depresión de finales de los años veinte. El crack financiero derrumbó al gobierno personal de Leguía en 1930, por medio del golpe de Estado encabezado por el comandante Luis M. Sánchez Cerro desde Arequipa, sur del Perú. Nuevamente, como en 1914, oligarquía y ejército complotaron para traer abajo a un gobierno incómodo, con la diferencia de que esta forma de retomar el poder encontraría a los sectores populares con representaciones políticas organizadas. El enfrentamiento entonces sería inevitable entre el ejército y el aprismo, guerra civil que desangraría al país y que marcaría todo el siglo XX.




       




       




      Contenido del presente volumen




       




      La socióloga Alicia del Águila Peralta aborda «La vida política», la misma que fue sumamente intensa en este periodo. Analiza la constitución de los actores políticos desde cuando aún estaba desarrollándose la Guerra del Pacífico hasta llegar al gobierno de once años de Augusto B. Leguía. Ofrece un panorama intenso de las pugnas entre las élites primero (que luchan por el poder a partir de diferentes partidos que enriquecen la vida cívica), y entre éstas y el pueblo después (que, luego de desechar la importancia de los partidos políticos, se integran a los movimientos de masas encarnados por el marxismo y el aprismo), el mismo que va emergiendo al compás del proceso modernizador en curso desde fines del siglo XIX. Asimismo, presenta los principales debates ideológicos y políticos que se suscitan en esta época.




      Por su parte, el historiador Daniel Parodi Revoredo, en «El Perú en el mundo», partiendo del hecho de que el capital inglés cede su influencia y predominio luego de la Gran Guerra a favor del capital estadounidense, estudia las maneras en las que se fue constituyendo el Estado peruano en su relación con las potencias mundiales. También analiza los esfuerzos de las élites por demarcar definitivamente los límites territoriales del Perú con los países vecinos, tema que después de la Guerra del Pacífico se había convertido en uno muy espinoso para la opinión pública de entonces y también para el mantenimiento de la paz. Asimismo, se refiere al impacto de las ideologías que llegan de otros países, al de la modernización y a cómo se expresan y arraigan en movimientos sociales y políticos.




      Sigue el estudio del historiador y sociólogo Nelson Manrique Gálvez, quien realiza un pormenorizado análisis sobre «El proceso económico» seguido por el Perú. En él nos muestra la debacle ocurrida luego de la Guerra del Pacífico y su posterior recuperación. En su trabajo aparecen las distintas fracciones que se asientan en actividades comerciales o productivas específicas, pero predominantemente ligadas al mercado internacional, lo que impidió la constitución de un mercado interno integrado. Esta base económica se expresa, con opacidades y contradicciones, en la esfera institucional y política, especialmente en los esfuerzos por consolidar la centralización estatal.




      En «Población y sociedad», el historiador Augusto Ruiz Zevallos nos permite conocer los importantes cambios demográficos ocurridos en el Perú desde fines del siglo XIX. Señala que el aumento de la población se debe, en gran medida, a los nuevos descubrimientos médicos para combatir enfermedades endémicas y otras, lo que ha permitido la disminución de la mortalidad. En ello resalta la labor sanitaria del Estado. Por otro lado, ofrece una visión completa sobre las múltiples migraciones que recibió el Perú, tanto de Europa como de Asia, y que cuando entran en contacto con otros grupos culturales (andinos, afrodescendientes, mestizos) dan forma inicial a «lo peruano». Continúa con el análisis de quiénes constituyen la estructura social y las relaciones que establecen de sumisión y conflicto simultáneamente, en las que están presentes los factores étnicos y de clase.




      Finalmente, el sociólogo Osmar Alberto Gonzales Alvarado señala en «La cultura» que el auge económico y la estabilidad política tienen su impacto en las nuevas formas de sociabilidad que aparecen dentro de un ambiente de optimismo, una vez superada la sensación de fracaso luego de 1883. A esta vida cotidiana modificada contribuyeron decisivamente los nuevos inventos, que generan nuevas experiencias y sensaciones. El autor nos muestra también la dinámica cultural, traducida tanto en instituciones como en ideas que renuevan con audacia las formas de lo escrito. Es tiempo de debates que tienen como objetivo repensar el tema peruano dentro de un mundo que se transformaba velozmente.
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      La reconstrucción nacional (1883-1895)




       




      La Guerra del Pacífico, que enfrentó a Bolivia y Perú con Chile, se inició a comienzos de 1879. Luego de la derrota en el combate de Angamos, en el cual murió el almirante Miguel Grau, Chile logró el control del mar. Por tierra, la campaña del sur fue tomando paulatinamente posesión de los territorios peruanos. En enero de 1881, las fuerzas chilenas ocupaban Lima, defendida con armamento precario y más voluntad que orden. En esa situación, Francisco García Calderón fue nombrado presidente del Perú, con el objetivo de negociar una paz con el invasor. Ello, sin embargo, no pudo concretarse, pues García Calderón creía en la posibilidad de una paz sin cesión territorial, ya que confiaba en el apoyo de Estados Unidos para este fin. Además, argüía, la guerra no había tenido como motivo una disputa territorial. Sin embargo, Chile exigía Tarapacá (y, posteriormente, el litoral peruano hasta Tacna). Al no lograr sus objetivos con el presidente García Calderón, el gobierno chileno lo tomó prisionero y lo envió a Santiago. Entonces, Lizardo Montero fue nombrado presidente en la resistencia, aunque en realidad ésta se concentró principalmente en la sierra Central, dirigida por el coronel Andrés A. Cáceres, posteriormente líder de la Restauración Nacional. Por el norte, comandaba las fuerzas peruanas Miguel Iglesias, quien, sin embargo, en agosto de 1882 lanzó el Manifiesto de Montán, un llamado a buscar un arreglo de paz con Chile. El tratado que dio fin a la guerra sería finalmente firmado en Ancón, el 20 de octubre de 1883.




       




      Sociedad y política durante la posguerra




      Nunca antes la República del Perú había vivido una experiencia tan desoladora. Si bien la independencia dejó gran destrucción y muerte, al menos los ganadores fueron los patriotas (aunque, ciertamente, no todos los peruanos estaban en el bando independentista, además de que la victoria se logró con la decisiva ayuda de ejércitos extranjeros). La Confederación Perú-Boliviana, con la temporal ocupación de Lima por parte del ejército chileno, tampoco tuvo ese impacto, pues nuevamente el bando vencedor fue promovido por un grupo de peruanos (quienes, finalmente, tomaron el poder). Desde la independencia, ninguna guerra había tenido la extensión nacional que tuvo la del Pacífico. Aparte de las pérdidas económicas, materiales, estaba la herida moral, y un sentimiento de pérdida más profundo, simbolizado en la indefinida situación de las provincias de Tacna y Arica.




      Los efectos devastadores de la guerra con Chile no fueron, entonces, sólo materiales. La derrota llevó a asumir sentimientos encontrados respecto de la comunidad peruana por parte de los propios peruanos. Uno de ellos, bastante extendido, buscó explicaciones en la falta de «peruanidad» de la mayoría, la población indígena; otros lo achacaron a las condiciones de marginalidad de ésta y a la falta de integración del país, dirigido por caudillos. Entre estos últimos estaban los indigenistas y el pensamiento crítico de Manuel González Prada. La primera posición representaba la tendencia dominante entre la clase política, dentro de la cual fue tomando cuerpo la idea de recortarles el derecho al voto, por su calidad de analfabetos. Cabe decir que hay estudios que han mostrado una realidad distinta a la supuesta inacción de los indígenas frente al invasor: durante la guerra hubo regiones donde las comunidades presentaron dura resistencia al enemigo. En todo caso, la división entre peruanos se expresó en todos los estamentos sociales. Incluso dentro de la alta oficialidad del ejército peruano.




      Los años posteriores a la guerra fueron también de ampliación de las distancias sociales. En Lima, la bancarrota pública y privada afectaba a todos los niveles de la sociedad, desde la élite hasta los grupos más humildes, cuya situación se hacía aún más precaria. Según el historiador Jorge Basadre, el amancebamiento se había extendido, al igual que la prostitución callejera, incluso en adolescentes de 18 años, por pagas miserables.




      Si bien la nupcialidad —es decir, el porcentaje de personas casadas— en Lima fue sostenidamente bajo a lo largo del siglo XIX, después de la guerra no es de extrañar que hubiera descendido entre las mujeres. Los más bajos niveles de nupcialidad se registraban entre los chinos, seguidos de los afroperuanos y mestizos. Contrariamente al prejuicio extendido contra los indígenas, éstos se mantenían como el grupo popular con el nivel más alto de nupcialidad.




      Las barreras sociales siempre habían sido muy profundas en Lima. Incluso más que en ciudades como México, en las que el menor peso de la población esclava y negra, así como un proceso de mestizaje racial y cultural más extendido, permitían una movilidad social mayor a través del matrimonio. La ilegitimidad en México ya era sustantivamente menor que en Lima al final de la era colonial.




      Después de la guerra y durante las siguientes décadas, las barreras entre la élite y el pueblo aumentaron, frente a una mayoría pauperizada y en condiciones desoladoras. La endogamia, por un lado, y los matrimonios con extranjeros (europeos y estadounidenses, principalmente), por otro, fueron las opciones matrimoniales, recurrentes desde antes de la guerra, pero acentuadas entonces.




      Además, la guerra devastó la institucionalidad estatal. Los caudillos militares surgidos del conflicto se erigieron como los líderes políticos de los años siguientes, dando lugar al llamado «segundo militarismo». Pero el debilitamiento estatal también fue el telón de fondo de iniciativas descentralistas. La llamada «reconstrucción nacional» consistió en los años en los que la restructuración del poder fue un tema bastante debatido. Con este impulso, volvieron a establecerse juntas departamentales y se previeron autoridades municipales a ser elegidas por voto popular, aunque al final estas últimas no llegaron a prosperar.




      Asimismo, la derrota obligó a una reflexión más profunda y colectiva sobre el país, los peruanos y sus debilidades como nación.




       




      Los inicios del segundo militarismo




      Inmediatamente después de la guerra, con el país sumido en una crisis profunda, los militares se alzaron nuevamente como los caudillos del país. Por un lado, Miguel Iglesias, el general al que le tocó la responsabilidad de firmar el Tratado de Ancón el 20 de octubre de 1883; por el otro lado, Andrés A. Cáceres, el héroe de la campaña de la Breña, líder de la resistencia. El primero, lejos de dejar el poder una vez logró la ratificación del tratado, se desdijo de sus palabras e intentó perpetuarse en el mando. Sin embargo, el país necesitaba un líder que apuntalara la reconstrucción, e Iglesias, el hombre de la rendición, no podía ocupar ese rol. El Tratado de Ancón imponía al Perú, el país derrotado, una serie de obligaciones, entre ellas aceptar la pérdida de Tarapacá y la concesión, durante diez años, de los territorios de Tacna y Arica. Cáceres, como veremos, se alzó como el caudillo de la unidad nacional, y gobernaría durante diez años. Al igual que Iglesias, la tentación por conservar el poder produjo la rebelión antimilitarista de 1895, que daría fin a este periodo.




      Iglesias no fue elegido presidente, se encontraba en el poder cuando acabó la guerra. Una vez firmado el tratado, éste debía ser ratificado por el Congreso, para lo cual eran necesarias nuevas elecciones. Éstas fueron convocadas apenas Iglesias ingresó a Lima, pero con una parte del territorio ocupado por el ejército chileno y otra por las fuerzas de resistencia caceristas. En esas circunstancias, las elecciones no se realizaron en la mayor parte del territorio. Iglesias obtuvo así una Asamblea afín a sus planes: logró hacerse nombrar presidente provisorio y fue aprobado el Tratado de Ancón, casi sin discusión, en una sola tarde. Cumplida esta tarea, lejos de dejar el poder, Iglesias logró que se lo ratificara como presidente de la República. Un rasgo de su gobierno que daba cuenta de su limitada voluntad o capacidad de consenso fue el nombramiento de su hermano Lorenzo como primer ministro y responsable de los tres grandes ministerios creados (Relaciones Exteriores, Justicia, Culto e Instrucción; Gobierno, Policía, Obras Públicas, Estadística y Guerras y Marina; y Hacienda, Comercio y Beneficencia). En abril de 1884 se integraron otras figuras dentro del gabinete. Sin embargo, tres de los cinco nuevos ministros renunciaron a los pocos meses, alegando diversas razones. Al parecer, detrás de sus argumentos estaba la convicción de que no cabía la continuidad de facto de ese gobierno, sino la convocatoria a nuevas elecciones.




      En tanto, las agrupaciones políticas se recomponían. En 1884, Nicolás de Piérola fundaba el Partido Demócrata, en realidad una reorganización del grupo afín a su figura política. Ese mismo año surgía el Partido Liberal. Hasta esa fecha, el Perú no había tenido un partido con tal denominación y, ciertamente, aunque reclamaba la tradición liberal peruana, sus objetivos políticos mostraban pragmatismo. Ese mismo año también se fundó un Partido Conservador, liderado por Pedro José Calderón, exalumno de Bartolomé Herrera en el Convictorio de San Carlos. No sobrevivió, sin embargo, a la muerte de su líder, en 1886. En cambio, el Partido Liberal, junto con el Partido Civil, lograría integrar la alternativa política detrás de la figura del general Cáceres. De esa alianza surgió el Partido Constitucional. Piérola, rival del héroe de la Breña durante la guerra, se mantuvo fuera.




      Ante la creciente oposición, Iglesias optó por deportar a Nicolás de Piérola, José María Quimper —líder del Partido Liberal—, José Antonio Miró Quesada —director del diario El Comercio— y otras figuras de la oposición. Ante la resistencia armada de Cáceres, dejó las tratativas de negociación y ordenó su rendición incondicional, con lo cual se inició abiertamente la guerra civil. Cuando la Asamblea aprobó en 1885 la ratificación de los poderes a Iglesias, favoreció la mencionada alianza, que daría lugar al surgimiento del Partido Constitucional.




      Desde la sierra, Cáceres planeaba su asalto a Lima, luego de recomponerse tras su fallido intento, en agosto de 1884. Previamente, logró distraer a las fuerzas de Iglesias, las cuales, aunque doblaban en número a las suyas, no gozaban del mismo ánimo. La fuerza de los caceristas era la mística de un ejército no rendido, identificado con un líder que hablaba el mismo idioma que la mayoría de soldados, el quechua, y vivía en las mismas condiciones que ellos. Cáceres ingresó a Lima el 28 de noviembre de 1885. Los bandos lucharon en cada barrio, hasta que, sabiéndose rodeado y sin apoyo popular, el 2 de noviembre Iglesias ofreció dimitir, a condición de que ambos renunciaran a sus pretensiones sobre la presidencia y se convocaran elecciones. Éstas se realizaron en 1886 y, ya consolidada la alianza de las principales fuerzas políticas (menos el pierolismo) en torno a Cáceres, éste resultó el claro ganador, sin opositor.




       




      El gobierno de Cáceres y la alianza constitucional




      Cáceres tomó posesión del gobierno el 3 de junio de 1886. El candidato de la Restauración Nacional reunía, además de a sus seguidores, al Partido Civil y al Liberal. Desde el primer gabinete, líderes civilistas pasaron a ocupar puestos clave, como José Araníbar y Ántero Aspíllaga (Hacienda), Juan Francisco Pazos (Justicia e Instrucción), Cesáreo Chacaltana e Isaac Alzamora (Relaciones Exteriores), además del segundo vicepresidente y uno de sus jefes de gabinete, Aurelio Denegri. Ello no le garantizó, sin embargo, la fidelidad del Congreso en todos sus actos. Por el contrario, las relaciones fueron por momentos difíciles, no sólo por los partidos en oposición, sino por la lealtad en ocasiones condicionada de los legisladores civilistas. El Contrato Grace fue, ciertamente, un punto crítico en estas relaciones.




      En efecto, la firma de este acuerdo fue uno de los hechos políticos más controvertidos durante el gobierno de Cáceres. En un contexto de quiebra, el Perú debía afrontar a sus acreedores, con deudas que se habían acumulado desde la época del guano. La Guerra del Pacífico había cercenado territorio donde se encontraban las principales fuentes salitreras, además de importantes zonas guaneras. En el Tratado de Ancón, la explotación por parte de Chile de esos territorios serviría en parte para pagar a los antiguos acreedores del Perú, siempre que esa deuda hubiera tenido como garantía el guano. Sin embargo, no todos los acreedores fueron reconocidos por Chile y, por lo demás, al ritmo con que se les pagaba, esa deuda no sólo no se cancelaba, sino que, por los intereses, iba en aumento. En ese contexto, Miguel Grace, en nombre de los tenedores de bonos, presentó una propuesta al gobierno del Perú para saldar la deuda producto de los empréstitos de 1869, 1870 y 1872.




      Iniciadas las conversaciones, los diarios del país expresaron los sentimientos encontrados frente a las duras condiciones que exigiría dicho contrato. Sus defensores, sin embargo, recordaban la difícil situación del Perú, al que le urgía reinsertarse en el mercado internacional, presionado por sus acreedores externos y, perdidos los territorios del sur, sin capacidad de cumplir con esos compromisos. Después de algunos meses de negociaciones, las condiciones del Contrato Grace fueron modificadas con cierta mejora para el Perú, siendo finalmente aceptadas por el gobierno. Sin embargo, hubo resistencias en la opinión pública y el gobierno optó por cerrar algunos diarios opositores. En el Congreso, una minoría de congresistas mantuvo férrea oposición, empleando para ello estrategias dilatorias. El liberal José María Quimper, por ejemplo, intervino de manera exageradamente prolongada en las sesiones, tomando la palabra en una de ellas durante dos días seguidos. La mayoría optó entonces por expulsar a la minoría, por infracción del reglamento del Congreso, y poco después el gobierno llamó a elecciones en esas provincias. En octubre de 1889, el Contrato Grace fue finalmente aprobado. El Perú entregaba en concesión los ferrocarriles nacionales, durante 66 años; les otorgaba derecho de libre navegación en el lago Titicaca; les cedía en propiedad los vapores de propiedad estatal que navegaban dicho lago; y cedía el guano existente en el territorio nacional, hasta 3 millones de toneladas, entre otros puntos.




      La guerra dejó un Estado débil, y cierta irreverencia por parte de la provincia frente al centro, otrora más poderoso. Por lo demás, las provincias afines a Cáceres pertenecían sobre todo a la sierra. Esta circunstancia hizo propicio un proceso de descentralización, probablemente el que más avanzó en esa dirección durante el siglo XIX.




      La descentralización propuesta por el gobierno de Cáceres se basaba en la reactivación de las juntas departamentales. Sus autoridades estaban constituidas por los delegados, elegidos uno por cada provincia y dos por la capital de cada departamento. Para este cargo no era necesario saber leer y escribir, pero sí poseer una renta no menor de 300 soles o ser profesor de alguna ciencia. La ley establecía una distribución de los impuestos entre el gobierno central y los departamentos. El primero recibiría los ingresos de los impuestos de correos, timbres, impuestos de aduana (salvo del muellaje del lago Titicaca), arrendamientos y productos de los ferrocarriles. Los segundos, los ingresos derivados de los impuestos personales, la contribución de predios, patentes, serenazgo, multas judiciales, herencias, donaciones, productos del papel sellado, arrendamiento de las salinas, alcabala, etcétera.




      A su vez, la ley establecía una división de los gastos. El gobierno central se encargaba del mantenimiento del servicio público centralizado, como la Corte Suprema, el Poder Legislativo, los Ministerios y el Tribunal de Cuentas, así como el personal de las fuerzas armadas. Pasaba a ser obligación de las juntas departamentales el mantener la Administración de Justicia de su jurisdicción; la educación donde los consejos provinciales y distritales no la pudieran cubrir; el pago de la guardia civil; la conservación de caminos y puentes departamentales, etcétera. De acuerdo a una ley promulgada casi un año más tarde, se incluyó entre sus gastos el pago de la policía y las obras públicas.




      Un tema controvertido fue el pago de las contribuciones personales. Siempre había habido resistencias, aunque se pensó que, recaudado departamentalmente, podría tener más éxito, pues la gente podría aportar más fácilmente si veían que ello se invertía en su localidad. Sin embargo, esto creó conflictos y acentuó disparidades entre los departamentos. Como señalara Jorge Basadre, «cada departamento adquirió la autonomía de su pobreza».




       




      El «problema» del indio




      Después de la derrota, predominó en la élite política una mirada racista que tendía a achacar los males del país a su composición racial. El positivismo que influyó por entonces en toda América Latina, en el Perú tuvo un sesgo evolucionista: el problema del país era que la raza que predominaba, la indígena, era naturalmente inferior. La raza blanca, considerada la superior, constituía apenas una minoría, y el mestizaje arrastraba algunos defectos de la raza aborigen, aunque los mestizos no llegaban a los niveles de «barbarie» de aquéllos. Visto de esa manera, el progreso nacional pasaba por promover la migración de blancos, por lo que en 1893 se aprobó una ley con incentivos a los pioneros que decidieran venir al Perú. La promoción de migración europea no era nueva en el país; sin embargo, nunca hasta esos años gobierno y élites habían compartido de esa manera el convencimiento de que ello constituía una política necesaria para que el país lograse salir de la crisis en la que se encontraba postrado. Una medida complementaria empezó a concebirse: quitar el voto a la mayoría analfabeta del país. Como veremos más adelante, ello fue posible primero con la Ley de Municipalidades de 1892, y luego con la reforma electoral de 1896.




      Pero también había otros intelectuales y políticos que pensaban que la solución era la redención, a través de la educación y su incorporación a la sociedad peruana, inspirando la ampliación de las políticas sociales a inicios del siglo XX. Otros, como los indigenistas y políticos radicales como González Prada, denunciaron, además, las condiciones de opresión en las que vivía la mayoría indígena.




      En efecto, en las últimas décadas del siglo XIX se intensificó la expansión de las haciendas, a expensas de territorios pertenecientes a comunidades indígenas. En regiones como Puno, las haciendas se multiplicaron en más del 350 por ciento en las cuatro décadas anteriores a 1915. Pero, además, el indígena seguía siendo la mano de obra de la cual abusaban no sólo hacendados, sino autoridades civiles y religiosas. Así, aun cuando las leyes lo prohibieran, se seguía abusando del indígena como fuerza laboral gratuita, ya fuera para la construcción de caminos y puentes o para otras tareas.




      Además, más de una autoridad, después de la guerra, intentó volver a cobrar el tributo indígena. Ésta fue una de las causas más comunes de las sublevaciones que ocurrieron en las dos últimas décadas del siglo XIX. La más sonada fue la encabezada por el líder indígena Atusparia, hacia 1885, en el departamento de Ancash. La rebelión fue desencadenada por los abusos del prefecto, Francisco Noriega, quien quiso volver a instaurar la contribución personal a los indígenas, así como trabajos comunales en obras públicas. Pedro Pablo Atusparia, alcalde del barrio de La Independencia de la ciudad de Huaraz, fue el líder principal. Se presentó ante Noriega solicitando la anulación de esas medidas. Sin embargo, en vez de atender la demanda, Noriega ordenó su encarcelamiento, durante el cual fue torturado. Ante ello, otros alcaldes indígenas acudieron a hablar con el prefecto, solicitando la libertad de Atusparia. No sólo no lograron convencer a Noriega, sino que éste los humilló al ordenar que les cortaran sus trenzas. La respuesta fue el asedio, la toma de la ciudad de Huaraz y la liberación de Atusparia. La rebelión se extendió rápidamente por todo el Callejón de Huaylas y no fue detenida hasta que Lima envió dos batallones para imponer el orden. El gobierno de Iglesias había nombrado al nuevo prefecto, el coronel José Iraola, quien arribó al puerto de Casma con un fuerte contingente de hombres armados. Luego de decretar la abolición de la contribución personal y las obligaciones laborales impuestas por el anterior prefecto, enrumbó a Huaraz, la cual recuperó después de una sangrienta jornada de lucha, el 4 de mayo de 1885. Atusparia se rindió y, aunque otros se mantuvieron en la lucha, no duraron mucho tiempo en ser duramente reprimidos. Uchcu Pedro, el lugarteniente de Atusparia, se mantuvo en la lucha y asedió diversos poblados del Callejón de Huaylas, y fue finalmente capturado y ejecutado en agosto de ese año. Apenas había asumido el poder, el presidente Cáceres recibió en palacio a Atusparia, quien, como señal de reconocimiento de respeto a su autoridad, le entregó en cuidado a uno de sus hijos. Pero, poco tiempo más tarde, se volvió a imponer el tributo indígena. Rechazado por los suyos, Atusparia murió al año siguiente, el 25 de agosto de 1887: según algunos, envenenado en venganza por lo que consideraban una traición; según otros, víctima del tifus.




      Otros levantamientos tuvieron lugar luego de que Piérola asumiera el poder, en 1895. Uno de los más sonados fue el estallido en Huanta y Ayacucho, por causa del intento de imponer el impuesto a la sal. También hubo otros, de carácter étnico e insurreccional. Manuel Burga y Alberto Flores Galindo recuerdan los levantamientos en Huancané, Cuzco y Chuchito entre 1886 y 1895, cuyo denominador común era la lucha contra los «mistis» (blancos). Aparentemente, las asonadas prendían primero entre la población aimara y luego se expandían hacia los quechuas.




       




      La sucesión de Cáceres y la ruptura de la alianza constitucional




      Para las elecciones de 1890, Cáceres optó por apoyar a su vicepresidente, hombre de su entorno, militar como él y compañero de guerra: el coronel Remigio Morales Bermúdez. Los civilistas decidieron entonces competir con su propio candidato. Volvieron, para ello, a su prédica contra la intromisión de los militares en los fueros no castrenses. Pero no pudieron aglutinar en su entorno a los otros partidos; por el contrario, Piérola intentó su postulación. Ciertamente, como caudillo nacional, habría tenido más opciones que los civilistas. De ahí que el gobierno decidiera abrir juicio contra él y enseguida apresarlo por sus acciones como gobernante durante la Guerra del Pacífico. Aunque alcanzó a huir al extranjero, el cometido de eliminarlo de la contienda electoral se había cumplido. Los civilistas nombraron a Francisco Rosas, antiguo hombre de partido y exministro del presidente Pardo. Atacado por sus rivales con la frase popular «¡Abajo la argolla!», el civilismo era identificado como el partido de la oligarquía, sin esos nexos populares que hacían de Cáceres y Piérola no sólo caudillos, sino héroes populares. La lucha electoral fue ardua, pues detrás de los candidatos, en las provincias y pueblos del país, los bandos decidían también las cuotas de poder en el interior de esos territorios. Familias poderosas en cada región se disputaban, a veces con sus propios ejércitos, los votos populares. Así ocurrió, por ejemplo, en Huanta (Ayacucho), donde las familias Lazón y Urbina, cacerista la primera y pierolista (e iglesista) la segunda, se enfrentaron una vez más por el control de los votos. En enero de 1890, fue asesinado Miguel Lazón, líder familiar y diputado por la provincia. A los pocos días, la venganza se hizo efectiva, siendo torturados y asesinados Feliciano Urbina y algunos de sus seguidores, luego de sacarlos de la iglesia donde se habían refugiado.




      Los seguidores del presidente Cáceres controlaban la comisión de cómputo del Congreso, lo que facilitó la victoria final de Morales Bermúdez. También fueron elegidos Pedro Alejandrino del Solar y Justiniano Borgoño, como primer y segundo vicepresidente, respectivamente. A partir de entonces, los conflictos entre el partido en el gobierno y el Partido Civil se hicieron manifiestos a través de las tensiones entre el Ejecutivo y el Legislativo.
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